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I. ESTADO DE DERECHO, IMPERIO DE LA LEY Y SUS CONSECUENCIAS

La ejecución de las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante TEDH) y de las decisiones de los órganos internacionales de control en materia de derechos humanos cuya competencia ha sido aceptada por España constituye, desde mi punto de vista, una obligación tanto desde la perspectiva del Derecho interno español como del Derecho Internacional. Esta posición se refuerza, además, por el hecho de que el Derecho Internacional es también Derecho interno español una vez recibido en España de conformidad con el procedimiento establecido en el art. 96 CE convirtiéndose, de ese modo, en otro elemento normativo más del orden público que integra la noción de Estado de Derecho. Por lo tanto, el articulado de nuestro Texto Constitucional hay que leerlo también desde esta clave. Esto es, teniendo presente que las obligaciones internacionales de España forman parte integrante del Estado de Derecho en el que España se constituye tal y como proclama el art. 1.1 CE.

En consecuencia, el Derecho Internacional y las obligaciones internacionales contraídas por España
 son Derecho que el Estado debe respetar y aplicar efectivamente de manera que los derechos y libertades que la Constitución y los tratados internacionales celebrados por España proclaman, sean reales y concretos.

Afirmado todo lo anterior, estimo oportuno comenzar mi planteamiento de la cuestión objeto del presente trabajo a partir de lo que señalan los arts. 1 y 9 CE. Como he señalado, el art. 1.1 de la Constitución Española de 1978 afirma que España “se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”. Posteriormente el art. 9, después de manifestar en su punto 2 que “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”, añade en el punto 3 que “la Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”.


El presente trabajo tiene su origen en el marco de la conmemoración del sexagésimo aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Se da así la circunstancia de que, con apenas cuatro días de diferencia, hemos celebrado el trigésimo aniversario de la Constitución Española de 1978 y el sexagésimo aniversario de la citada Declaración Universal. Una buena ocasión, por lo tanto, para reflexionar y para recordar que los conceptos, las palabras, no por ser manidas son más reales. O, desde otra perspectiva, que no son las palabras las que hacen que un Estado que dice llamarse de Derecho realmente lo sea ni que la enumeración en una norma de un catálogo de derechos y libertades es garantía de que tales derechos se cumplan. 

Todo esto no es nuevo. Es más, sobre este particular ya se pronunció hace tiempo el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante TEDH) al manifestar que los derechos y libertades recogidos en el Convenio europeo de 4 de noviembre de 1950 no son ilusorios o teóricos sino concretos y reales, al mismo tiempo que recordaba a los Estados Parte la obligación que tienen de hacer que tales derechos y libertades sean efectivos. Así lo hizo en el asunto Airey. En él, acogiéndose al “efecto útil del convenio” el TEDH hace prevalecer la eficacia de la protección de los derechos y libertades contemplados por el Convenio europeo sobre el formalismo jurídico al manifestar que:

   "el Convenio tiene por objeto proteger derechos no teóricos o ilusorios, sino concretos y efectivos" (
).
En la misma línea, el art. 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 19 de diciembre de 1966, afirma:

    “2.2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter”.


En consecuencia, que un Estado sea un Estado de Derecho –más allá de la fachada que proporcionan las palabras- dependerá de que en su seno el imperio de la Ley sea una realidad, de que los derechos y libertades que se proclaman sean reales y efectivos y de que los principios de legalidad y de jerarquía normativa se apliquen adecuadamente. De lo contrario, el Estado en cuestión lo será de cualquier cosa pero desde luego no de Derecho. O se es de Derecho o no se es. No caben situaciones intermedias en las que la norma no se aplica o se aplica de manera defectuosa.


De todo ello es un buen ejemplo la cuestión que ahora me ocupa y que no es otra que la relativa a la ejecución de las sentencias del TEDH y de los dictámenes de los órganos internacionales de control en materia de derechos humanos cuya competencia ha sido aceptada por España
. En efecto, constituye un buen ejemplo respecto de España porque nos permite apreciar tres cosas. En primer lugar, la eficacia o no de los principios de legalidad y de jerarquía normativa que la Constitución garantiza (art. 9.3 CE). En segundo término, el modo en el que los órganos internos aplican las normas internacionales y la concepción que tienen de las mismas. Por último, si los derechos y libertades objeto de tales sentencias y decisiones de órganos internacionales de control en materia de derechos humanos cuya competencia ha sido aceptada por España son efectivos en el caso concreto o si, por el contrario, encuentran problemas para serlo.

De entrada, lo que los treinta años recorridos desde 1978 sí permiten constatar es que en España persisten los mismos problemas que la doctrina iusinternacionalista puso de manifiesto tras la aceptación por nuestro País de la jurisdicción facultativa del TEDH en 1981
. Esto es, la inexistencia de mecanismos para ejecutarlas lo que se ha traducido, en la mejor de las hipótesis, en la necesidad de improvisar puntualmente para tratar de dar solución al caso concreto planteado. En los demás, o la sentencia no se ha ejecutado o la decisión adoptada no ha sido satisfactoria
. Así, por ejemplo, en la sesión del Comité de Ministros del Consejo de Europa del 2 de diciembre de 2008 todavía estaban pendientes de ejecución once asuntos.


Ignoro los motivos por los que, treinta años después, España continúa perteneciendo al restringido grupo de Estados Parte en el Convenio europeo de 4 de noviembre de 1950 –en la actualidad seis
- que todavía no ha abordado esta cuestión por otra parte estrechamente vinculada al carácter concreto, real y efectivo de los derechos y libertades recogidos por el Convenio y sus Protocolos ya que la violación detectada por el TEDH y la lesión que padece el particular en el derecho o libertad en cuestión persiste mientras la sentencia no haya sido ejecutada.

Cualesquiera que sean los motivos, lo cierto es que al otro lado de la pasividad del Estado siempre hay una persona perjudicada, cuyos derechos y libertades no son efectivos y que lleva muchos años pleiteando. Al mismo tiempo, la pasividad del Estado tiene otra vertiente que se concreta en el hecho de que, en mi opinión, los órganos del Estado están incumpliendo un mandato constitucional. En concreto, aquel que -sobre la base del principio de legalidad- les obliga a legislar “para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas” así como a “remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud” (art. 9.2 CE). Es, ciertamente, un imperativo que compete en primer lugar al Poder Legislativo pero también al Poder Judicial que en algunos de los casos en los que el TEDH ha declarado el incumplimiento del Convenio por España no se ha caracterizado precisamente por restaurar a la persona afectada en el derecho o libertad violados sino por realizar interpretaciones restrictivas que los han hecho ilusorios o teóricos. Interpretaciones, en fin, que contrariamente a lo afirmado por el art. 9 CE no han removido los obstáculos que impedían o dificultaban la plenitud de los derechos y libertades concernidos
.

En mi opinión, es hora ya de coger el toro por los cuernos y de llenar la laguna existente mediante la adopción de las medidas legales que sean necesarias. En este sentido, la acción a realizar va mucho más allá de la única referencia que sobre este particular contenía el “Borrador de Plan Nacional de Derechos Humanos” elaborado en instancias gubernamentales y que, a la hora de “enumerar los siguientes objetivos generales para el Plan” decía: “(iv) Cumplir con las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”
. Sorprendentemente, la versión definitiva adoptada por el Gobierno el 15 de diciembre de 2008 no contiene ninguna referencia sobre el particular
.

De continuarse como hasta la fecha -esto es, sin hacer nada- en mi opinión los derechos y libertades recogidos en el Convenio europeo de derechos humanos no gozarán de la efectividad que tanto el propio Convenio como la jurisprudencia del TEDH exigen a los Estados Parte que tengan y, en consecuencia, se estaría incumpliendo.

La inacción sobre este particular tiene también consecuencias desde la perspectiva de nuestro ordenamiento interno en la medida en que el recurso al TEDH constituye una instancia adicional –la última garantía- una vez agotados los recursos internos en España. En efecto, como el Tribunal Constitucional puso de manifiesto en su Sentencia 245/1991, de 16 de diciembre, cuando el TEDH declara la violación por España de un derecho o libertad del Convenio europeo implícitamente está declarando la violación de ese derecho o libertad presente en la Constitución Española. El hecho de que la sentencia declaratoria del incumplimiento de España no sea ejecutada conlleva, implícitamente también, la violación de la Constitución pues el derecho o libertad en cuestión, mientras no se corrija la violación, no llega a ser real y efectivo. Es más, como ya he puesto de manifiesto, la inejecución de las sentencias del TEDH y de los órganos internacionales de control en materia de derechos humanos cuya competencia ha sido aceptada por España conlleva, también, el incumplimiento de la Constitución en lo que a los principios de legalidad y de jerarquía normativa se refiere pues las obligaciones inherentes a esos tratados internacionales –entre las que se encuentran las relativas a la ejecución de esas sentencias y dictámenes- una vez publicados oficialmente en España los tratados que las contienen pasan a formar parte del ordenamiento español con la jerarquía que les atribuyen los arts. 95 CE y 96 CE. 

Todo ello, por otra parte, sin olvidar otras obligaciones internacionales que como el principio pacta sunt servanda o el cumplimiento de buena fe de las obligaciones internacionales (en general) y de los tratados (en particular) también forman parte del Derecho Español tanto en su condición de normas consuetudinarias internacionales aceptadas por España como por el hecho de la recepción en el ordenamiento español de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 23 de mayo de 1969, que las contiene en el art. 26
. Y lo mismo cabe decir de la obligación contenida en el art. 27 de la misma Convención, en virtud de la cual: “una Parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”.


Por último, la posición actual de España en el grupo minoritario de seis Estados Parte en el Convenio europeo que todavía no ha adoptado medidas para hacer posible la ejecución de las Sentencias del TEDH en el orden interno español es también impropia de un Estado como el nuestro que, ya desde la transición a la democracia, fue modélico no sólo en la asunción de obligaciones internacionales derivadas de la celebración de tratados internacionales de derechos humanos sino, también, en la aceptación de la competencia de todos los órganos internacionales de control existentes en esos tratados. El hecho de que treinta años después el problema continúe sin ser abordado merece ser reprobado porque semejante pasividad ni casa con la actitud progresista que caracteriza a España en el orden internacional en la materia ni es propio de un Estado de Derecho el permitir que violaciones declaradas por órganos internacionales –la última instancia de que goza el particular para atacarlas- persistan indefinidamente sin ser corregidas.

II. LA UNIDAD DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO: PRINCIPIO DE  

     LEGALIDAD, JERARQUÍA NORMATIVA Y DERECHO INTERNACIONAL DE 

     LOS DERECHOS HUMANOS

Para abordar correctamente la cuestión de la ejecución de las sentencias del TEDH y de los dictámenes de los órganos internacionales de control existentes en el sector del Derecho Internacional de los Derechos Humanos cuya competencia ha aceptado España me parece necesario volver a recordar que, aunque organizado en órdenes distintos, el ordenamiento jurídico posee una unidad, es uno
. Como ya he señalado, el Derecho Internacional –en el caso que ahora nos ocupa, de naturaleza convencional- es también Derecho interno una vez recibido en España mediante su publicación oficial (art. 96 CE). Es Derecho interno, sí, pero con la jerarquía que nuestro ordenamiento interno otorga a las normas internacionales en España: rango supralegal (art. 96 CE) e infraconstitucional (art. 95 CE). 


En consecuencia, la unidad del ordenamiento jurídico exige que la aproximación a cualquier problema sea una aproximación que tenga en cuenta las relaciones entre sistemas. Por lo tanto, el tratamiento –para ser adecuado- debe ser necesariamente global e interdisciplinar. De ahí que el jurista interno no pueda abordarlo correctamente si prescinde de la dimensión internacional presente en la norma internacional y de las obligaciones que de ella se derivan.

Sobre la base de estas consideraciones, y en relación con la cuestión que nos ocupa, cabe afirmar que la interpretación sistemática de la Constitución exige necesariamente tener en cuenta el Derecho Internacional recibido en España así como las obligaciones contenidas en este sector del ordenamiento internacional relativo a los derechos humanos; obligaciones que también despliegan efectos en el orden interno del Estado. Este es el caso de las sentencias del TEDH y de los dictámenes de los órganos internacionales de control cuya competencia ha sido aceptada por España en el ámbito de los derechos humanos y cuya ejecución constituye el núcleo del presente trabajo.


Por lo tanto, y al margen de la función interpretativa que el art. 10.2 CE atribuye en el Derecho español a la Declaración Universal de Derechos Humanos y a los tratados internacionales de derechos humanos celebrados por España
, en mi opinión, el recurso a principios constitucionales como el de legalidad y jerarquía normativa así como el doble mandato constitucional contenido en el art. 9.2 que señala que “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas” y “remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”, hubieran debido conducir a ejecutar más satisfactoriamente que como se ha hecho hasta la fecha tanto las sentencias del TEDH como los dictámenes de los órganos internacionales de control en materia de derechos humanos cuya competencia ha aceptado España. En efecto, la obligación de ejecución de tales sentencias y dictámenes forma parte integrante del Derecho Español y todos los órganos del Estado (no sólo los jueces y tribunales) deben observarla. Otra cosa es que no existan los mecanismos adecuados y que éstos deban ser creados pero, en el ínterin, el ordenamiento constitucional contiene herramientas que hubieran debido permitir interpretaciones más satisfactorias que las realizadas en algunos casos en orden a corregir la violación declarada por el órgano internacional en cuestión. Esto, además, sin olvidar que la inejecución de la sentencia o de la decisión del órgano internacional en cuestión incide en el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva –tal y como ha señalado el Tribunal Constitucional - y conlleva su violación:

         “Así pues, el que el recurrente pueda disponer de un cauce procesal adecuado y eficaz para hacer valer ante los órganos judiciales españoles la nulidad de su condena penal por Sentencia al habérsele conculcado sus Derechos Humanos con arreglo a un Pacto internacional suscrito por España, no sólo es una cuestión relativa a la ejecución de las resoluciones internacionales competentes en la materia, que es ajena a la presente demanda de amparo y a la propia jurisdicción de este Tribunal (salvo que en la forma de llevar a cabo esa ejecución se vulneren derechos fundamentales), sino que atañe directamente al respeto y observancia por los poderes públicos españoles de los derechos fundamentales del recurrente. En efecto, la conculcación de sus derechos humanos también puede constituir, por lo dicho, una lesión de sus derechos fundamentales que debe poder ser examinada y en su caso reparada por los Jueces y Tribunales españoles, so pena de que una posible lesión de un derecho fundamental permanezca incólume y el acto o resolución que la haya ocasionado vigente en sus efectos”
.

En la línea de las soluciones imaginativas tendentes a hacer efectivo y real el derecho cuya violación ha sido declarada por el TEDH cabe situar la construcción realizada por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 245/1991, de 16 de diciembre; construcción que, dada la ausencia en nuestro ordenamiento de otros mecanismos para hacerlo, le permitió corregir la violación detectada por el TEDH en su Sentencia sobre el caso Barberá, Messeguer y Jabardo c. España:

“El TEDH es el órgano cualificado que tiene por misión la interpretación del Convenio, y sus decisiones son además obligatorias y vinculantes para nuestro Estado, cuando sea demandado. De ello se sigue que, declarada por Sentencia de dicho Tribunal una violación de un derecho reconocido por el Convenio europeo que constituya asimismo violación actual de un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución, corresponde enjuiciarla a este Tribunal, como Juez supremo de la Constitución y de los derechos fundamentales, respecto de los cuales nada de lo que a ello afecta puede serle ajeno”
.

Lamentablemente, el Tribunal Constitucional cambió de criterio en su jurisprudencia posterior. Fundamentalmente, a partir de dos providencias consecuencia del recurso de amparo interpuesto tras la Sentencia del TEDH, de 23 de junio de 1993, declarando el incumplimiento por España del art. 6, en el asunto Ruiz-Mateos c. España. Mediante esas providencias, de 31 de enero de 1994, el Tribunal Constitucional no admitió a trámite los recursos planteados
. 
 En ellas, el Tribunal Constitucional matiza el carácter vinculante de las sentencias del TEDH al afirmar que si bien tanto el TEDH como él mismo son competentes para declarar las violación de derechos fundamentales, “sus respectivas funciones se llevan a cabo en el ámbito de distintos órdenes jurídicos, estando únicamente sometido este Tribunal a la Constitución y a lo dispuesto en su Ley Orgánica, con independencia del mandato de interpretación que deriva del artículo 10.2 de la Constitución”. A continuación añadió que del Convenio europeo de derechos humanos “no se desprende, en modo alguno, que el Tribunal Constitucional sea una instancia subordinada al TEDH y obligada, por tanto, a dar cumplimiento a sus sentencias en el orden interno”
.


Como señala RIPOL CARULLA, al adoptar esa línea jurisprudencial el Tribunal Constitucional, entre otras cosas, opta “por no hacer del recurso de amparo un procedimiento para la reapertura de los procedimientos internos respecto de aquellas sentencias del TEDH en las que éste constata que ha habido una vulneración por las autoridades judiciales españolas de un derecho recogido por la Convención”. Además, el Tribunal Constitucional abandona también su teoría de lesión actual del derecho “ya que ignora el hecho de que la lesión del derecho de Ruiz-Mateos a un juicio justo tiene efectos que perduran en el tiempo, como es la privación de un patrimonio importantísimo a raíz de la declaración de constitucionalidad de la Ley Rumasa”
. 

Puesto que el Tribunal Constitucional cambia de criterio, cabe preguntarse cuáles son las ventajas que conlleva ese cambio desde la perspectiva de la defensa de los derechos y libertades fundamentales. Para el justiciable, como veremos, ninguna. Para lograr la ejecución efectiva de las sentencias del TEDH tampoco.

 En efecto, como pone de manifiesto RIPOL CARULLA, el nuevo criterio adoptado por el Tribunal Constitucional “no distingue entre el derecho vulnerado cuya reintegración es exigida por la STEDH (derecho a un proceso justo) y las consecuencias jurídicas de aquella vulneración, que pueden afectar a otro derecho fundamental (derecho a la libertad, derecho de propiedad); produce una discriminación entre derechos; y desvirtúa la esencia de la restitutio in integrum –es decir, la obligación de situar a la víctima de la violación en la medida de los posible en el statu quo ante que impone el CEDH”
. 

El cambio de interpretación, por otra parte, se aleja de las exigencias del art. 9.2 CE
 y no permite ni la reparación de la violación ni el disfrute efectivo del derecho violado. 

En mi opinión, desde la perspectiva de la tutela de los derechos y libertades fundamentales que la Constitución reconoce así como de la efectividad que de los mismos proclama, el cambio de criterio del Alto Tribunal no posee ninguna ventaja. Por el contrario, este cambio de criterio que ha sido continuado por sentencias posteriores
, constituye una regresión respecto de los avances y ventajas de la jurisprudencia afirmada en la Sentencia 245/1991, de 16 de diciembre. Regresión que se ve aumentada por el hecho de dificultar el efecto útil que debe darse a las sentencias del TEDH con el objeto de restaurar la violación declarada y que, en el caso de España, resulta todavía más perjudicial dada la inexistencia en nuestro ordenamiento interno de previsiones legales tendentes a hacer efectiva la ejecución de las sentencias del TEDH y de los órganos internacionales de control de los derechos humanos cuya competencia ha sido aceptada por España. En especial, para hacer posible la reapertura de los procesos internos. 

Desde esta perspectiva, por lo tanto, el cambio de criterio del Tribunal Constitucional respecto de su Sentencia 245/1991, de 16 de diciembre, es lamentable porque deja al ciudadano afectado en una situación de abandono pese a tener una decisión de un órgano internacional que declara que un derecho o libertad garantizados por la Constitución ha sido violado por España
.


En esas condiciones, ¿es el justiciable el que debe padecer el perjuicio de la inacción legislativa del Estado o son los órganos judiciales competentes los que deben adoptar las medidas –incluso vía interpretación- que sean necesarias para reparar la lesión declarada por el órgano internacional de que se trate?


En la misma línea y al mismo resultado conducen las manifestaciones del Tribunal Constitucional en relación con los dictámenes del Comité de Derechos Humanos de la ONU. En opinión del Tribunal Constitucional: 

    “Las ‘observaciones` que en forma de Dictamen emite el Comité no son resoluciones judiciales, puesto que el Comité no tiene facultades jurisdiccionales (como claramente se deduce de la lectura de los arts. 41 y 42 del Pacto), y sus Dictámenes no pueden constituir la interpretación auténtica del Pacto, dado que en ningún momento, ni el Pacto ni el Protocolo facultativo le otorgan tal competencia.


(...) No obstante, las ‘observaciones` del Comité..., interpretadas en el estricto ámbito de su competencia se limitan a señalar que en un caso concreto, un individuo concreto no tuvo la posibilidad de que su condena fuera revisada de acuerdo con los requisitos del art. 14.5 del Pacto”
.


Este planteamiento del Tribunal Constitucional olvida, sin embargo, que el propio Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos atribuye al Comité la competencia para recibir denuncias contra los Estados Parte que hayan aceptado su competencia y que los Estados que, como España, la han aceptado están obligados a aceptar y seguir las decisiones que dicte en relación con ellos. Idéntica conclusión concierne a las decisiones de todos los órganos internacionales de control en materia de derechos humanos cuya competencia ha sido aceptada por España. Los tratados internacionales que los contemplan lo indican. En otros términos, el Estado Parte en el tratado en cuestión que acepta la competencia del órgano internacional de control en él contemplado sabe que las decisiones de este órgano de control le obligan y que poseen efectos. La principal, la obligación a cargo del Estado de restaurar el derecho o libertad cuya violación ha sido declarada por el citado órgano de control. 


En el caso del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en virtud del art. 2.2, los Estados Parte se comprometen a adoptar las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. En consonancia, cuando un dictamen del Comité declara la violación por España de un derecho o libertad contemplado en el Pacto –además de declarar indirectamente, como ha señalado el Tribunal Constitucional la violación de ese mismo derecho o libertad recogido en la Constitución- está obligando al Estado a corregir esa violación. De lo contrario, se desproveería de efecto útil a los dictámenes del Comité y carecería de sentido la aceptación de su competencia para que el Estado pueda ser objeto de denuncias individuales. Así se desprende de la interpretación sistemática del Pacto y de la ratificación del Protocolo Facultativo por parte del Estado ya que ambos tratados están estrechamente vinculados y la ratificación del Protocolo Facultativo carecería de sentido si el Estado no estuviera obligado a ejecutar los dictámenes del Comité; dictámenes que ponen de manifiesto la existencia de una violación que no ha sido detectada en el orden interno con ocasión del agotamiento de los recursos internos y que hace que el derecho o libertad en cuestión no sea efectivo ni su disfrute pleno
.


Es cierto, como afirma el Tribunal Constitucional en su Sentencia 70/2002, de 7 de abril, citada anteriormente, que los dictámenes del Comité no son resoluciones judiciales y que el Comité de Derechos Humanos de la ONU no es un órgano judicial, pero la ausencia de formalismo que caracteriza al ordenamiento internacional se concreta en su sector relativo a la protección de los derechos humanos en el hecho de que son los órganos internacionales de control previstos en los diferentes tratados los que los interpretan y, sobre la base de esa interpretación, son esos órganos internacionales de control los que determinan en el caso concreto si el Estado ha violado o no una disposición del tratado. Idéntico resultado se da también en la técnica no contenciosa de los informes que los Estados deben presentar periódicamente al órgano de control previsto en cada tratado de derechos humanos. También en este caso es el órgano de control el que analiza el informe del Estado y el que, a partir de la interpretación que hace del tratado en cuestión, concluye que las medidas adoptadas por el Estado en cuestión se ajustan o no a las obligaciones que ese Estado ha contraído al ratificarlo. Tanto en el caso de los informes que deben presentar los Estados Parte como en el de las denuncias individuales el órgano internacional de control previsto por el tratado es de facto el órgano que realiza su interpretación; interpretación que se impone a los Estados Parte pese a haber sido estos los que ratificaron el tratado. A más abundamiento, si cabe, el órgano internacional de control no considera que el Estado ha cumplido con su obligación de cumplir con las obligaciones que le impone el tratado en cuestión hasta que no ha ejecutado todas las “recomendaciones” que le ha formulado
.


Prueba de todo ello es que el Tribunal Constitucional, tras afirmar que el Comité no tiene facultades jurisdiccionales y que sus dictámenes no son resoluciones judiciales
, consciente quizás también de que ese camino no conducía a reparar la violación declarada por el Comité sino a perpetuarla, reconoce que el dictamen del Comité señala “que en un caso concreto, un individuo concreto no tuvo la posibilidad de que su condena fuera revisada de acuerdo con los requisitos del art. 14.5 del Pacto”, por lo que hay que hacer algo.


Lo mismo sucede en el Auto 260/2000, de 13 de noviembre, en el que el Tribunal Constitucional señala que el hecho de que “el recurrente pueda disponer de un cauce procesal adecuado y eficaz para hacer valer ante los órganos judiciales españoles la nulidad de sus condena penal por Sentencia al habérsele conculcado sus Derechos Humanos con arreglo a un Pacto internacional suscrito por España, no sólo es una cuestión relativa a la ejecución de las resoluciones de organismos internacionales competentes en la materia,…, sino que atañe y directamente al respeto y observancia por los poderes públicos españoles de los derechos fundamentales del recurrente…; razón por la que la pretensión de que se anule esa Sentencia, no sólo es una forma de ejecutar el Dictamen de la Comisión –es el Comité- sino que también lo es de reparar las eventuales lesiones de derechos fundamentales en las que haya podido incurrir”
.


Que el cambio de criterio del Tribunal Constitucional operado en 1994 constituye una regresión respecto del mantenido en la Sentencia 245/1991, de 16 de diciembre, lo acredita también el hecho de que la nueva construcción jurisprudencial es insuficiente. En efecto, a lo máximo que se ha llegado tras variar el Alto Tribunal la jurisprudencia sentada en la Sentencia 245/1991, de 16 de diciembre, es a considerar que la sentencia del TEDH y la decisión del órgano internacional de control de que se trate –además de declarar la violación del derecho o libertad homólogos de la Constitución Española- constituyen “hechos nuevos” en virtud de los cuales es posible acudir a la vía de revisión del art. 954.4 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
 o ejercer la acción por error judicial de los arts. 292 y 293 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
; cauces ambos que podrán “suponer una modificación del tenor de la resolución en que se haya cometido el supuesto error en los supuestos en que de ella se derive una privación de derechos fundamentales”
. 

Sin embargo esta interpretación, lejos de ejecutar la decisión internacional que declara la violación del derecho o libertad en cuestión, obliga al particular a continuar pleiteando (algo que lleva haciendo ya durante años desde tuvo que cumplir con su obligación de agotar los recursos internos). Pero no solo eso porque, tal como pone de manifiesto el análisis de la jurisprudencia, los órganos judiciales afectados –a falta de mandato legal al  respecto- pueden no sentirse vinculados por la interpretación del Tribunal Constitucional, con lo que ni el recurso de revisión ni la acción por error judicial prosperarían; panorama que obligaría al particular afectado a continuar su calvario de recursos para lograr la ejecución de la decisión del órgano internacional concernido. En el ínterin, el derecho o libertad concernidos permanecería desvirtuado y carecería –respecto de ese particular- de efectividad. Ni sería efectivo, ni sería real, ni sería concreto
.


Es por todo ello por lo que estimo que –no habiendo otro mecanismo mejor en España para asegurar la efectividad de los derechos y libertades cuya violación ha sido declarada por el TEDH- el Tribunal Constitucional no debería haber abandonado el criterio jurisprudencial afirmado en la Sentencia 245/1991, de 16 de diciembre. En efecto, a diferencia de su construcción posterior, aquel criterio jurisprudencial era el único que le permitía cumplir de modo eficaz con su tarea de garantizar el respeto de los derechos y libertades que la Constitución reconoce y de hacer que el disfrute de los mismos fuera efectivo. Al abandonarlo, abandonó también el único medio que existía en el ordenamiento español para garantizar la ejecución de las decisiones de los órganos internacionales de control en materia de derechos humanos cuya competencia ha sido aceptada por España, cuando esa ejecución exige la anulación de fallos de otros tribunales de rango inferior y no existen otros medios para lograrlo. En todo caso, esto no deja de ser un remedio provisional. De ahí la conveniencia –y la urgencia- de solucionarlo definitivamente. Para ello, nada mejor que seguir el ejemplo de la mayoría de los Estados Parte en el Convenio europeo de derechos humanos adoptando, por fin, las medidas legislativas que son necesarias.

Sin embargo, la ausencia de previsiones al respecto en el recientemente aprobado “Plan Nacional de Derechos Humanos” no invita precisamente al optimismo sino, por el contrario, a la perpetuación del problema.


Insisto en que me parece lamentable que España todavía no haya cumplido satisfactoriamente con la obligación que, sobre este particular, ha asumido en los diferentes tratados internacionales de derechos humanos que ha ratificado
. El carácter vinculante de las decisiones de los órganos internacionales de control existentes en materia de derechos humanos y cuya competencia ha aceptado España se desprende de los propios tratados y de la aceptación voluntaria por España de la competencia de tales órganos. Por si eso no fuera suficiente, los propios órganos internacionales de control han tenido que recordárselo a los Estados Parte. Es el caso del Comité de Derechos Humanos de la ONU quien, ya en su Comentario General Nº 3, de 29 de julio de 1981, relativo a la implementación a nivel nacional de los dictámenes del Comité (derivada de la obligación contenida en el art. 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) señaló que el citado artículo no trata sólo del respeto de los derechos recogidos en el Pacto sino de la obligación que han asumido los Estados de asegurar el disfrute de esos derechos a todas las personas bajo su jurisdicción. Asimismo, manifestó que “todas las autoridades administrativas y judiciales deberían ser conscientes de las obligaciones que el Estado Parte ha asumido bajo el Pacto”.


Posteriormente, en el Comentario General Nº 31, de 29 de marzo de 2004
, relativo a la naturaleza de la obligación jurídica general impuesta los Estados Parte en el Protocolo el Comité manifestó, en primer lugar, que todo Estado Parte tiene un interés jurídico en que cualquier otro Estado Parte cumpla con sus obligaciones. Así se desprende del hecho de que las “normas relativas a los derechos básicos de la persona humana” son obligaciones erga omnes y de que, como señala el párrafo cuarto del Pacto, la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos”
. A continuación añadió que el art. 2 impone a los Estados Parte la obligación general de respetar los derechos del Pacto y de asegurar su disfrute a todas las personas que se encuentren bajo en su territorio y sujetas a su jurisdicción
. Por último, recordó a los Estados Parte que tanto el Pacto (en general) como el art. 2 (en particular) vinculan al Estado como un todo, lo que significa que todas las ramas de gobierno (ejecutivo, legislativo y judicial) así como otros poderes públicos  cualquiera que sea el nivel –nacional, regional o local- de que se trate pueden comprometer la responsabilidad internacional del Estado. Por lo tanto, y de conformidad con el art. 27 del Convenio de Viena sobre el Derecho de los Tratados, un Estado Parte no puede invocar su Derecho interno para justificar el incumplimiento del tratado. En consecuencia, del mismo modo que el art. 2.2 autoriza al Estado a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales las medidas oportunas para hacer efectivos los derechos del Pacto, el mismo principio impide que los Estados Parte invoquen disposiciones del Derecho Constitucional o de otras ramas del Derecho para justificar el incumplimiento de cumplir o de dar efecto a las obligaciones bajo el Pacto. Pues bien, dentro de estas obligaciones se encuentra también la relativa a la ejecución de las decisiones del Comité.


Para reforzar el cumplimiento de la obligación de ejecutar los dictámenes que tienen los Estados Parte que han aceptado la competencia del Comité este órgano estableció en julio de 1990 un procedimiento para vigilar la adopción de las medidas relacionadas con sus dictámenes y, a tal efecto, creó el mandato de un Relator Especial para el seguimiento de los dictámenes desde el 71º periodo de sesiones del Comité, celebrado en marzo de 2001
.


En relación con esta cuestión, y desde la perspectiva de España, cabe señalar que el Plan Nacional de Derechos Humanos aprobado por el Gobierno el 15 de diciembre de 2008 contempla como “Medida 5” la adopción de un “Protocolo de actuación para dar cumplimiento a los Dictámenes y Recomendaciones de los distintos Comités de protección de los Derechos Humanos del sistema de Naciones Unidas”. En particular, afirma, “se establecerán pautas para tramitar las recomendaciones de dichos Comités con el objeto de proporcionar reparación adecuada a los interesados”
.

En la misma línea que el Comité de Derechos Humanos de la ONU, el Comité de Ministros del Consejo de Europa  adoptó, el 10 de mayo de 2006, unas reglas relativas a la vigilancia de la ejecución de las sentencias y de los términos de los arreglos amistosos
 que regulan el ejercicio de las funciones que los arts. 46, parágrafos 2 a 5, y 39, parágrafo 4, del Convenio europeo de derechos humanos otorgan al Comité de Ministros del Consejo de Europa. Pues bien, la Regla nº 6, titulada “Informaciones al Comité de Ministros sobre la ejecución de la sentencia”, desarrolla la obligación que tienen el Estado Parte concernido de informar al Comité de Ministros sobre las medidas que ha adoptado o va a adoptar para ejecutar la sentencia del TEDH. Esta información incluye tres cuestiones. De un lado, el pago de la satisfacción equitativa cuando esta ha sido ordenada por el Tribunal. De otro, las medidas individuales adoptadas “para asegurar que la violación haya cesado y que la parte lesionada ha sido colocada, en la medida de lo posible, en la situación que tenía antes de la violación del Convenio”
. Por último, las medidas generales que han sido adoptadas para prevenir nuevas violaciones similares a las constatadas por el Tribunal o para poner fin a violaciones continuadas
.


Las Reglas 10 y 11 van todavía más lejos ya que, respectivamente, contemplan la posibilidad de que el Comité de Ministros acuda al TEDH bien para que interprete su sentencia (cuando el Comité considere que la vigilancia de la ejecución de una sentencia definitiva se encuentra dificultada por una dificultad de interpretación), bien para denunciar la negativa del Estado Parte concernido a ejecutar una sentencia definitiva en un litigio que le afecta, habiendo declarado previamente por el incumplimiento de ese Estado. Se trata de un procedimiento “que sólo debería ser utilizado en situaciones excepcionales” pero que refuerza todavía más el carácter obligatorio de las sentencias del TEDH.

Por lo tanto, un Estado que se dice de Derecho y regido por el imperio de la Ley –como es el caso de España- no puede continuar como hasta ahora sin adoptar las medidas legislativas que son necesarias para asegurar la ejecución de las decisiones de esos órganos internacionales de control. Se trata de una necesidad y de una obligación derivada de los tratados sobre derechos humanos celebrados por España que obligan al Estado Parte a adoptar todas las medidas que sean oportunas para hacer efectivos los derechos y libertades contenidos en esos tratados, así como para eliminar todos los obstáculos y dificultades que existan en el ordenamiento interno del Estado que impiden que tales derechos y libertades sean efectivos. 

Al mismo tiempo, todos los órganos del Estado –incluidos los judiciales- deben aceptar el hecho de que la ejecución de las sentencias del TEDH y de los dictámenes de los órganos internacionales de control cuya competencia ha sido aceptada por España en el ámbito de los derechos humanos no es sólo una cuestión de interpretación vía art. 10.2 CE sino, sobre todo, de cumplimiento de obligaciones internacionales contraídas por España que forman parte de nuestro ordenamiento interno y que tienen por objeto la restauración de los derechos y libertades que el órgano internacional ha declarado violados por nuestro País y cuya violación persiste mientras la decisión del órgano internacional no se ejecute.

III. CONCLUSIONES

    1. Transcurridos casi treinta años desde la ratificación por España del Convenio europeo de derechos humanos, de 4 de noviembre de 1950, nuestro País todavía no ha abordado la necesidad de adoptar medidas legislativas para ejecutar las sentencias del TEDH. Este hecho, y las consecuencias que del mismo se derivan, es impropio de un Estado de Derecho, empaña la trayectoria internacional de España en materia de derechos humanos -caracterizada desde el periodo constituyente por la ratificación de tratados internacionales y por la aceptación de la competencia de los órganos internacionales de control- e impide el disfrute efectivo de los derechos y libertades cuya violación ha sido declarada por el TEDH y por otros órganos internacionales de control cuya competencia ha sido aceptada por España. 

      2. Corregir esta situación no sólo es una necesidad sino, sobre todo, el cumplimiento de una obligación derivada de los tratados sobre derechos humanos celebrados por España. Estos tratados obligan al Estado Parte a adoptar todas las medidas que sean oportunas para hacer efectivos los derechos y libertades contenidos en tales tratados, así como para eliminar todos los obstáculos y dificultades que existan en el ordenamiento interno del Estado que impidan que esos derechos y libertades sean efectivos. En consecuencia, siguiendo el ejemplo de la mayoría de los Estados Parte en el Convenio europeo de derechos humanos, España debe recurrir a la vía legislativa para resolver satisfactoriamente este problema.

     3. En el ínterin, todos los órganos del Estado –incluidos los judiciales- deben asumir el hecho de que la ejecución de las sentencias del TEDH y de los dictámenes de los órganos internacionales de control cuya competencia ha sido aceptada por España en el ámbito de los derechos humanos no es sólo una cuestión de interpretación vía art. 10.2 CE sino, sobre todo, de cumplimiento de obligaciones internacionales contraídas por España que forman parte de nuestro ordenamiento interno y que tienen por objeto la restauración de los derechos y libertades que el órgano internacional ha declarado violados por nuestro País.

     4. El hecho de que el “Plan Nacional de Derechos Humanos” adoptado por el Gobierno de España el 15 de diciembre de 2008 contemple la elaboración de un “Protocolo de actuación para dar cumplimiento a los Dictámenes y Recomendaciones de los distintos Comités de protección de los Derechos Humanos del sistema de Naciones Unidas” constituye un hecho positivo. Sorprende, sin embargo, la ausencia de referencias a la ejecución de las sentencias del TEDH, con lo que el problema de su ejecución en España se perpetuaría.
     5. La construcción del Tribunal Constitucional en virtud de la cual la sentencia del TEDH o la decisión de un órgano internacional de control cuya competencia ha sido aceptada por España constituyen hechos nuevos que permiten la revisión del proceso viciado o la acción por error judicial no son respuestas satisfactorias ya que los tribunales encargados de la revisión o de la apreciación del error judicial pueden no sentirse obligados (como así ha sido) a aceptar la decisión del órgano internacional de control.

     6. La existencia de problemas a la hora de ejecutar las sentencias del TEDH así como las decisiones de otros órganos internacionales de control cuya competencia ha aceptado España es contraria al mandato constitucional contenido en el art. 9.2 CE en virtud del cual “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas” y  “remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”. Al mismo tiempo, incumple el art. 9.3 CE que afirma que la Constitución garantiza, entre otros, el principio de legalidad y la jerarquía normativa ya que las obligaciones internacionales relativas a la ejecución de las decisiones de los órganos internacionales de control cuya competencia ha aceptado España forman parte de nuestro ordenamiento interno una vez recibidas en los términos del art. 96 CE y gozan de la jerarquía que este artículo y el art. 95 les confieren.

     7. En las condiciones actuales, el goce efectivo de los derechos y libertades cuya violación ha sido declarada por órganos internacionales de control cuya competencia ha aceptado España exige una prolongada acción de la persona lesionada ante las instancias judiciales españolas ya que, obtenida la decisión del órgano internacional de control declarativa de la violación, la persona lesionada debe continuar pleiteando en el orden interno español sin garantías de que la decisión del órgano internacional de control llegue a ser realmente ejecutada. 

� En el caso que nos ocupa, en materia de derechos humanos.


 � CEDH, Série A, nº 32, p. 12. Y en apoyo de esta afirmación el Tribunal cita sus cuatro sentencias siguientes, dictadas con anterioridad: asunto relativo a ciertos aspectos del régimen lingüístico de la enseñanza en Bélgica (CEDH, Série A, nº 6, p. 31); asunto Golder (CEDH, Série A, nº 18, p. 18); asunto Lüdicke, Belkacem y Koç (CEDH, Série A, nº 29, p. 17 y s.); y asunto Marckx (CEDH, Série A, nº 31, p. 15). Cf. también las sentencias dictadas en los asuntos Artico (CEDH, Série A, nº 37, p. 16), y Sporrong y Lönnroth (CEDH, Série A, nº 52, p. 24).


� Órganos denominados comités en los diferentes tratados internacionales existentes.


� Sobre este particular vid. LIÑAN NOGUERAS, D.J., “Los efectos de las sentencias del TEDH en Derecho Español”, REDI, 1985-2, pp. 355-376; CARRILLO SALCEDO, J.A., “España y la protección de los derechos humanos: el papel del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Tribunal Constitucional”, Archiv des Völkerrechts, 1994, pp. 187-201; id., “The European System of Protection of Human Rights”, Alma Mater Studiorum, Bolonia, 1988, pp. 341 ss.; SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L.I., “Los Sistemas de Protección Americano y Europeo de los Derechos Humanos: El problema de la ejecución interna de las sentencias de las respectivas Cortes de Justicia”, en la obra colectiva La Corte y el Sistema Interamericanos de Derechos Humanos, Ed. Rafael Nieto Nava, San José, Costa Rica, 1994, pp. 500 ss.; FERNÁNDEZ SÁNCHEZ, P.A., “La aplicabilidad del Convenio Europeo de Derechos Humanos en los ordenamientos jurídicos internos”, REDI, 1987-2, pp. 423-446; MORENILLA RODRÍGUEZ, J.M.,  “La ejecución de las sentencias del TEDH”, en la obra colectiva Revista del Poder Judicial, núm. 15, 1990, pp. 79-102.


� Sobre las sentencias del TEDH vid. El excelente trabajo de RIPOL CARULLA, J., El sistema europeo de protección de los derechos humanos y el Derecho español, Atelier, Barcelona 2007.


� Los siguientes: Chipre, Irlanda, Italia, Liechtenstein, Portugal e Islandia (si bien este último Estado cuenta con una jurisprudencia en el ámbito penal que permite considerar como probable la reapertura de procedimiento declarado viciado por una sentencia del TEDH).


� Es el caso del Tribunal Supremo, denegando la solicitud de revisión –a partir de la sentencia del TEDH declarando el incumlimiento por España del Convenio europeo- de las sentencias recaídas en los asuntos Castillo Algar (STS de 27 de enero de 2000) y Riera Blume (STS, Sala de lo Penal, de 27 de julio de 2000)¸esta última criticada por el TC en su Sentencia 240/2005, de 10 de octubre, fundamento jurídico nº 6). Sobre este particular vid. in extenso , RIPOL CARULLA, J., op. cit., pp. 122-127.


� El autor posee una copia de diciembre de 2007.


� Sólo figura, como Medida 21, la siguiente: “Aumentar de la eficacia del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos realizando esfuerzos para conseguir la ratificación por todos los Estados firmantes del Protocolo 14 al Convenio” (p. 16). Por otra parte, en la Medida 22 se contempla la firma y ratificación de los Protocolos 4, 7 y 13 del Convenio europeo de derechos humanos (cf. p. 17).


� BOE, nº 142, de 13 de junio de 1980.


� Vid. FERNANDEZ DE CASADEVANTE ROMANI, C., La interpretación de las normas internacionales, Aranzadi. Pamplona, 1996.


� Sobre este particular vid. FERNANDEZ DE CASADEVANTE ROMANI, C. y JIMENEZ GARCIA, F., El Derecho Internacional de los Derechos Humanos en la Constitución Española: 25 años de jurisprudencia constitucional, Thomson & Civitas, Cizur Menor, 2006.


� Tribunal Constitucional, Auto 260/2000, de 13 de noviembre, fundamento jurídico 4.


� BOE, nº 13, de 15 de enero de 1992.


� Vid. el texto de estas providencias en C. RUIZ MIGUEL, La ejecución de las Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Madrid: Tecnos, 1997, pp. 180-182.


� A lo manifestado por RIPOL CARULLA y en relación con las afirmaciones realizadas por el Tribunal Constitucional en la Sentencia anterior cabe añadir que, efectivamente y como el propio Tribunal Constitucional manifiesta, éste no es “una instancia subordinada al TEDH” pero sí es un órgano del Estado y, por lo tanto, sí esta obligado –como el resto de tribunales y órganos del Estado- “a dar cumplimiento a sus sentencias en el orden interno” so pena de hacer incurrir al Estado en responsabilidad internacional por hecho internacionalmente ilícito como consecuencia de la violación de una obligación internacional. En concreto, la obligación de ejecutar las sentencias del TEDH que está recogida en el art. 46 del Convenio europeo de derechos humanos. Todo ello, a mayor abundamiento, habida cuenta de que es la máxima instancia competente en materia de derechos y libertades fundamentales y de que no existen otras vías en el ordenamiento español para hacer efectivo el derecho cuya violación ha declarado la Sentencia del TEDH.


� Recuérdese, por el voto de calidad del Presidente.


� RIPOL CARULLA, S., op. cit., p. 132.


� Que afirma que “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”.


� Sentencias 96/2001, de 24 de abril (asunto Castillo Algar), 313/2005, de 12 de diciembre (asunto Perote Pellón), 197/2006, de 3 de julio (asunto Fuentes Bobo).


� Abandono, por otra parte, agravado como consecuencia de la negativa de los tribunales inferiores afectados a considerar la decisión del órgano internacional como hecho nuevo justificativo del recurso de revisión previsto en el art. 954.4 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal o de la acción por error judicial de los arts. 292 y 293 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


� Tribunal Constitucional, Sentencia 70/2002, de 7 de abril, fundamento jurídico. 7 (BOE, nº 99, de 25 de abril de 2002). En relación con la doble instancia penal, el Plan Nacional de Derechos Humanos aprobado por el Gobierno de España el 15 de diciembre de 2008,afirma como “Medida 3” en el marco de la ONU: “Se introducirán las reformas procesales necesarias para hacer efectiva la segunda instancia en todos los procesos penales, en cumplimiento de compromisos asumidos a nivel internacional (esencialmente, artículo 14.5 del Pacto internacional de derechos civiles y políticos), y de acuerdo con los dictámenes dictados al respecto por el Comité de Derechos Humanos” (p. 11. El subrayado es del original). Lo mismo, en relación con la tutela judicial efectiva: “MEDIDA 75.- Se introducirán las reformas procesales necesarias para hacer efectiva la segunda instancia en todos los procesos penales” (p. 26. El subrayado es del original).


� En la misma línea, el art. 14 de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, de 10 de diciembre de 1984, obliga al Estado a indemnizar y a reparar a la víctima, “incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa posible”, la aceptación de la competencia del Comité contra la Tortura y el art. 22.7 ; el art. 6 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, de 21 de diciembre de 1965, vinculado a la aceptación de la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial y la decisión del Comité declarando la violación; los arts. 7.4 y 7.5 de la Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, de 18 de diciembre de 1979, vinculados al carácter facultativo del Protocolo de 1999 que contempla la aceptación de la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (carácter facultativo del Protocolo cuya ratificación refuerza evidentemente la conclusión del carácter vinculante de las decisiones del Comité) y a las decisiones del Comité declarando la violación. Por último, el art. 4.1.a) de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, de 13 de diciembre de 2006, vinculado a la aceptación de la competencia del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (art. 1 del Protocolo Facultativo de esta misma Convención),  a la obligación del Estado de presentar por escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se indiquen las medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, de haberlas (art. 3 del Protocolo Facultativo de esta misma Convención) y a las sugerencias y recomendaciones que el Comité puede hacer llegar al Estado en cuestión y al denunciante (art. 5 del Protocolo Facultativo de esta misma Convención). 


� “Recomendaciones” que, pese a esa denominación, producen efectos jurídicos y obligan a los Estados. El principal, ejecutar lo que el órgano internacional de control le indica. Sobre esta cuestión, con carácter general, vid. FERNANDEZ DE CASADEVANTE ROMANI, C., coord. Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 3ª ed., Dilex, Madrid, 2007.


� En la misma línea se pronuncia en la Sentencia 296/2005, de 21 de noviembre, fundamento jurídico 3, cuando afirma que: “El alto respeto que las comunicaciones de dicho Comité inspiran a este Tribunal no comporta que hayamos de asumir las interpretaciones que efectúan del Pacto internacional de derechos civiles y políticos como definitorias del contenido de los derechos fundamentales. Al respecto resulta pertinente recordar tanto que, en virtud de los arts. 41 y 42 del Pacto y 5.4 del Protocolo facultativo de 16 de diciembre de 1966, las comunicaciones individuales sólo se refieren a la existencia de una violación del Pacto en el caso concreto, como que "las 'observaciones' que en forma de Dictamen emite el Comité no son resoluciones judiciales, puesto que el Comité no tiene facultades jurisdiccionales (como claramente se deduce de la lectura de los arts. 41 y 42 del Pacto), y sus Dictámenes no pueden constituir la interpretación auténtica del Pacto, dado que en ningún momento, ni el Pacto ni el Protocolo facultativo le otorgan tal competencia" (STribunal Constitucional 70/2002, de 3 de abril, FJ 7). 


� Además de añadir que “en casos como el que nos ocupa, donde la condena penal lleva aparejada la privación de libertad del recurrente, la obtención de una indemnización no es la forma más idónea de reparar la posible lesión de los derechos del condenado establecidos en el art. 24 CE (en este sentido STC 245/1991, FJ 4).”


� Cf.  Tribunal Constitucional, Sentencia 150/1997, de 29 de septiembre. En este caso, el Tribunal Constitucional otorga el amparo y declara “que el Auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 12 de julio de 1994, por el que se inadmite el recurso de revisión interpuesto por la recurrente en amparo, vulneró su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24. 1 C.E.) en relación con el derecho a la legalidad penal (art. 25.1 C.E.).” Asimismo, declara la nulidad del Auto mencionado y, en consecuencia, ordena retrotraer las actuaciones para que el Tribunal Supremo pueda dictar Sentencia sobre el fondo del recurso de revisión interpuesto por la demandante de amparo.


� Cf. Tribunal Constitucional, Sentencias 28/1993, de 25 de enero (fundamento jurídico 4) y 39/1995, de 13 de febrero (fundamento jurídico 4).


� Auto 260/2000, de 13 de noviembre. 


� Por usar los términos empleados por el TEDH (vid. p. 2 del presente trabajo).


� Sobre este particular, y respecto del Consejo de Europa, vid. el informe del Consejo de Estado, de 14 de febrero de 2008, titulado: “Informe sobre la inserción del Derecho europeo en el ordenamiento español”, cuyo último capítulo trata del Consejo de Europa y contiene una propuesta (cf. www.consejo-estado.es, Estudios e informes, pp. 365-368).


� Comentario General que sustituye al anterior de 29 de julio de 1981.


� Todo ello en el punto nº 2 del Comentario General Nº 31, de 29 de marzo de 2004.


� Todo ello en el punto nº 3 del Comentario General Nº 31, de 29 de marzo de 2004.


� Mecanismo que pone todavía más de manifiesto el carácter vinculante de los dictámenes del Comité. Cf. UN, Informe del Comité de Derechos Humanos, volumen I, 88º período de sesiones (16 de octubre a 3 de noviembre de 2006), 89º período de sesiones (12 a 30 de marzo de 2007), 90º período de sesiones (9 a 27 de julio de 2007), Asamblea General, Documentos Oficiales, Sexagésimo segundo período de sesiones, Suplemento Nº 40.


� Gobierno de España, Plan Nacional de Derechos Humanos, p. 11 (www.moncloa.es)


� “Reglas del Comité de Ministros para la vigilancia de la ejecución de las sentencias y de los términos de los arreglos amistosos”,  adoptadas por el Comité de Ministros el 10 de mayo de 2006 con ocasión de la 964 reunión de los Delegados de los Ministros.


� Regla 6, punto 2.a.i.


� Regla 6, punto 2.a.ii.





PAGE  
3

